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BORRADOR DE INFORME DEL CONSEJO GENERAL DEL NOTARIADO.
Se ha recibido para su informe por este Consejo, procedente de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia, el Proyecto de Real Decreto sobre rebaja de arancel de notarios y registradores de la propiedad y mercantiles y de modificación del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel de los notarios, del Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel de los registradores de la propiedad y del Decreto 757/1973, de 29 de marzo por el que se aprueba el adjunto arancel de los registradores mercantiles.
Dentro del plazo conferido se evacua el referido informe con arreglo a las siguientes
CONSIDERACIONES JURÍDICAS :
Primera.- Observaciones generales
El Proyecto de Real Decreto procede a desarrollar el mandato contenido en el apartado vigésimo segundo del acuerdo de! Consejo de Ministros de 14 de agosto de 2008, publicado mediante Orden PRE/2424/2008, de 14 de agosto.
Dicho mandato se refería a la presentación para su aprobación por el Gobierno de un Proyecto de Real Decreto que rebaje con carácter general el arancel notarial y registra) en un promedio del veinte por ciento. Se añadía que dicha rebaja debería entrar en vigor el 1 de enero de 2009 e incluir un supuesto de reducción adicional del importe del arancel en caso de que la operación no se inscriba por medios telemáticos en los Registros de la Propiedad o Mercantiles, debido a motivos atribuibles al notario o registrador.
Se ha de comenzar señalando que resulta innegable la competencia del Gobierno para determinar el arancel que deben percibir tanto notarios como registradores. Asimismo, resulta igualmente innegable que el arancel como sistema de retribución de un servicio público estatal se incardina dentro de lo que se podría denominar medidas
de política económica. Por último, que lo anterior resulta evidente es obvio desde la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, cuya Disposición Adicional Tercera se refiere precisamente a la regulación del arancel de los funcionarios públicos estableciendo como líneas generales las siguientes
El nivel de aranceles ha de determinarse de modo tal que permita la cobertura de los gastos de funcionamiento y conservación de las oficinas en que se realicen las actividades o servicios de los funcionarios, incluida su retribución profesional.
Los aranceles deberán aprobarse por el Gobierno mediante RD a propuesta conjunta de los Ministerios de Economía y Hacienda y, en su caso, por el Ministro del que dependan los funcionarios retribuidos por arancel.
A dicho Real Decreto deberá acompañarse una memoria económico-financiera. Obviamente, esta Memoria ha de existir no sólo con relación a la aprobación del arancel, sino con respecto a cualquier modificación que se haga de los mismos.
El apartado séptimo de la Disposición Adicional tercera reitera, nuevamente, el párrafo primero del apartado segundo indicando que el importe de tales aranceles queda directamente afecto a la cobertura de los gastos de funcionamiento y conservación de las oficinas públicas donde se preste el servicio público retribuido por arancel, incluyendo la retribución profesional de los funcionarios.
Sí lo expuesto hasta el momento es consecuencia directa de la normativa que rige la fijación de los aranceles, habrá de concluirse que en su determinación o ulterior modificación, el Gobierno, como titular de la potestad reglamentaria está sujeto a los límites que establece el artículo 103 de la Constitución, 24 de la Ley de Gobierno y, específicamente, Disposición Adicional Tercera de la Ley de Tasas y Precios Públicos.
El ejercicio de esa potestad, al margen o con infracción de los requisitos específicos implica, obviamente, la nulidad de la norma que los determine o, en su caso, los modifique.
Este Consejo, por otro lado, no niega que en la determinación cuantitativa de los aranceles exista un margen a la discrecionalidad en el ejercicio de tal potestad reglamentaria. Ahora bien, tal discrecionalidad ha de ser también controlada a través de los medios previstos en nuestro sistema administrativo que, como es conocido, son entre otros, el control de los elementos reglados, la necesaria justificación y proporcionalidad de la medida y, por último, que dicha medida persiga claramente el fin pretendido.
En el ejercicio de esa potestad reglamentaria con tal grado de discrecionalidad cobra especial relevancia la justificación de la medida; justificación que, en el supuesto de fijación de unos aranceles o su modificación, no puede ser meramente nominal, sino que debe estar acompañada del oportuno análisis de costes que conlleva la modificación que se pretende.
En otra palabras, la Memoria Económico-financiera a que hace referencia la Disposición Adicional tercera de la Ley de Tasas y Precios Públicos cobra una especial trascendencia, puesto que sólo a través de la misma podrá apreciarse si el titular de la potestad reglamentaria, con la discrecionalidad que se quiera, ha ejercido la misma dentro de los concretos límites legales que establece la norma.
Igualmente, si especial importancia tiene la Memoria Económico-financiera, no debemos olvidar la especial trascendencia que tiene cualquier Memoria Justificativa de un Proyecto de Real Decreto. La Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de Gobierno, en su artículo 24, determina, como es conocido, que a través de tal Memoria Justificativa deberá explicarse la necesidad y oportunidad de la norma, lo que lleva implícito su proporcionalidad. La Memoria Justificativa no puede limitarse a vagos criterios o reiteraciones de estructuras normativas del Proyecto de que se trate. La Memoria Justificativa debe, en la medida de lo posible, explicar por qué el contenido de la norma es necesario, oportuno y proporcional.
Con arreglo a los criterios expuestos hasta el momento, debemos recordar que el sistema arancelario notarial se reguló ex novo en su completa integridad mediante Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre. Desde tal fecha ha sido una tónica constante la continua reforma puntual de partes específicas no de ese Real Decreto, sino de las materias sobre las que el mismo se proyecta. Dicho de otra forma, el arancel notarial ha sido objeto de infinitas reformas acudiendo a una técnica normativa que, al día de hoy, veinte años después, ha de ser objeto de severa crítica, puesto que ha implicado su i) desnaturalización; ii) complejidad; iii) ininteligibilidad y, iv) su impredictibilidad.
De estos problemas no puede responsabilizarse al funcionario que aplica la norma, sino, necesariamente, a quien decide acometer sucesivas reformas en múltiples aspectos y direcciones sin una dirección coordinada, clara y comprensible.
Por ello, la técnica normativa a la que nos referíamos —escoger determinadas materias y aplicarle reducciones sobre el arancel- hace que al día de hoy resulte mucho más precisa y necesaria una adecuada Memoria Económico-financiera y justificativa de por qué se decide acometer una reforma, en qué dirección opera la misma y con qué cuantía, porque sólo de esta forma se podrá apreciar la proporcionalidad y no arbitrariedad de la norma que se pretende, permitiendo de ese modo el control jurisdiccional del ejercicio de la potestad reglamentaria.
Para que resulte de la máxima comprensión la situación en la que nos encontramos procederemos brevemente a enumerar las reformas producidas desde el año 1989; y lo haremos sin ánimo de exhaustividad:
a) Desarrollo rural: Real Decreto 2484/1996, de 5 de diciembre por el que se reduce en un 30% los derechos notariales regulados en el apartado 1 del no 2 del RD 1426/1989, en todas aquellas materias afectadas por la Ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explotaciones agrarias.
b) Vivienda:
Real Decreto-Ley 6/1999, de 16 de abril. Se reducen los aranceles notariales en un 25% en el caso de constitución, modificación, subrogación y cancelación de préstamos y créditos con garantía hipotecaria así como en la compraventa de viviendas. Esa rebaja (25%) ha de aplicarse añadidamente a la que, en su caso, pudiera existir en virtud de cualesquiera otras normas especiales.
RD 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan estatal 2005-2008, de viviendas de protección oficial. Esta norma implica que todos los actos relativos a primera transmisión o adjudicación de vivienda de especial protección, así como los relativos a préstamos hipotecarios sobre tales viviendas, tendrán una reducción del 50%; tratándose de viviendas cuya superficie no exceda de noventa metros cuadrados, el arancel a percibir será de 60,04 euros. Para este tipo de viviendas la constitución de garantía real en el acto de primera transmisión será de 30,02 euros a añadir a los ya expuestos; por último y siempre respecto de viviendas que no excedan de tal superficie, si se adquiere trastero o anejo percibirán añadidamente otros 9,015 euros ó 6,010 euros.
c) Mercado hipotecario:
Ley 36/2006, de 11 de noviembre. Esta norma estableció que en la subrogaciones con o sin simultánea novación y en las novaciones modificativas de prestamos hipotecarios acogidas a la Ley 2/1994, de 30 de marzo, se aplicarían los derechos previstos en el apartado 1, del no 2, con las siguientes reducciones: i) del 90% si se trata de operaciones que incorporen variación en las condiciones de tipo de interés, para el caso de cambio de interés variable a fijo y, ii) del 75% en cualquier otra operación.
• RD 926/1998, de 14 de mayo, por el que se regulan los fondos de titulización. Deberá aplicarse una reducción del 50% respecto a cualesquiera actos que tengan lugar en relación con las cesiones efectuadas al amparo de lo dispuesto en ese Real Decreto, así como las relacionadas con los fondos de titulización hipotecaria.
• Ley 41/2007, de 7 de diciembre. La modificación consistió en transformar las escrituras públicas relativas a subrogación, novación modificativa y cancelación de crédito o préstamo hipotecario de documentos de cuantía a documentos sin cuantía.
Si todas las reformas indicadas han recaído, en la realidad, sobre el arancel, no debemos dejar de resaltar que afortunadamente para el Notariado, desde hace diversos años, se le han impuesto obligaciones de carácter jurídico-público que han permitido que tanto el notario, individualmente considerado, como su organización corporativa, puedan colaborar eficazmente con las Administraciones Públicas. Baste recordar, a título de mero ejemplo, la actual colaboración con las Autoridades judiciales o administrativas en materia de prevención de blanqueo y de fraude fiscal; igualmente, la necesidad de establecer ex novo un sistema de información para que se nutran esas Administraciones Públicas que ha conllevado la contratación de personal en cada notaría altamente cualificado para poder acometerlas, así como la creación de una sociedad tecnológica específica para acometer todas estas reformas y la creación de los servicios específicos en el Consejo General del Notariado -Órgano Centralizado de Prevención de Blanqueo y Órgano de Colaboración Tributaria- que entre ambos han exigido la contratación de más de cien empleados de altísima cualificación y consecuente coste, aparte de la dotación de medios materiales oportuna.
(Nota: Debe resaltarse que en un tiempo record se han desplegado casi tres mil servidores específicamente diseñados en todas y cada una de las notarías para poder cumplir con todas estas exigencias)
Nos referimos, como conoce el Ministerio de Justicia a los índices
informatizados y al Índice único Informatizado. En este particular ejemplo no solamente ha sido preciso contratar, de media, un empleado en cada notaría, sino que la organización corporativa, que se nutre de las aportaciones de los notarios, han debido efectuar cuantiosas inversiones que, ni se trasladan, ni se soportan por el Erario Público; y, obvio es decirlo, ese cúmulo de obligaciones redundan en un notable
ahorro de costes directos e indirectos de gran cuantía para las Administraciones Públicas destinatarias de esa información y también para los obligados a proporcionarla porque lo hace el notario en su nombre (p.ej. alteraciones catastrales telemáticas).
(Nota: A tal fin, ¿existe alguna cuantificación del ahorro de costes que ha supuesto para la Administración Pública que estas alteraciones se hagan desde las notarías sin coste alguno? ¿Existe alguna cuantificación del ahorro de costes que para el ciudadano conlleva que el notario asuma este servicio?)
Igualmente, y desde el año 2001, el Legislador ha incidido de modo lógico en la forma de prestación del servicio público notarial. Del notario y desde el año 2001, se exige no sólo que preste fe pública, sino que lo haga utilizando los más modernos medios informáticos y tecnológicos. El sistema notarial español ha sido y es pionero, en España y en Europa, en la utilización de sistemas técnicos tales como el de firma electrónica, redes corporativas seguras (el Notariado es la red privada telemática corporativa más grande de España, etc.).
Y, todo lo expuesto, se ha realizado en un breve plazo de tiempo y, obvio es decirlo, sin gasto alguno para el erario público; y, evidentemente, sin traslación de coste alguno al usuario de ese servicio público estatal.
En consecuencia, en la situación en la que nos encontramos, no sólo es que desde el punto de vista arancelario hayan existido innumerables reformas siempre en la misma línea (reducción) sino que se han impuesto lógicas obligaciones para cuyo debido y temporáneo cumplimiento ha sido preciso acometer cuantiosos gastos e inversiones.
Por tanto, y se reitera nuevamente, sin negar la legítima opción del Gobierno de adoptar las medidas arancelarias oportunas, en las mismas habrá de ponderarse cuantitativa y cualitativamente todo lo expuesto, pues, en otro caso, se pondrá en riesgo no el nivel de retribución de unos funcionarios, sino la calidad de un servicio público estatal que repercute indudablemente en el tráfico jurídico civil y mercantil proporcionando al mismo seguridad jurídica.
A estos efectos no resulta ocioso recordar que existen notarías en pueblos desde 500 habitantes que, ya al día de hoy, son radicalmente deficitarias. Si por el Ministerio de Economía ha sido objeto de intensa crítica el sistema de congruas que subvenía necesidades básicas de esas notarías, ¿se han valorado las consecuencias de una medida como la que se informa? Parece que no a la luz de la Memoria Económica y Justificativa; y, sin embargo, tales notarías son absolutamente precisas para la adecuada prestación del servicio público en localidades que, de otro modo, se verían privadas del mismo.
Pues bien, confrontado lo expuesto hasta el momento con la documentación adjunta al Proyecto de Real Decreto de rebaja arancelaria nos encontramos que:
1.- Memoria económica:
La misma se limita a expresar que lo pretendido desde tal punto de vista es la dinamización de la economía española, puesto que la norma supone para ciudadanos y empresas un ahorro de costes.
Se añade en tal Memoria que, asimismo, se imponen obligaciones de información que permitirá generar una mayor transparencia en la aplicación de los aranceles notariales.
Por último, se concluye que el Proyecto de Real Decreto no implica incremento de gasto público.
Pues bien, este Consejo entiende que la Memoria económica no sólo es absolutamente insuficiente sino que carece del contenido preciso a que se refiere la Disposición Adicional tercera de la Ley de Tasas y Precios Públicos.
No requiere de demasiada argumentación justificar la afirmación precedente. Así, que la medida no implica gasto para el erario público es obvio. La medida no conlleva afectación alguna a concepto, programa o partida presupuestaria. Igualmente, no parece que la mención relativa a los deberes de información sea materia propia de una Memoria económico-financiera y, desde luego, de lo que carece
tal memoria es de un mínimo estudio del impacto económico que supone para el destinatario de la misma que, no se olvide, no solo es el consumidor y usuario del sistema, sino el funcionario público que por delegación del Estado presta ese servicio público estatal.
Pongamos una serie de ejemplos: ¿existe algún criterio de ponderación del impacto económico de la medida atendido el coste total de prestación del servicio? ¿se ha cuantificado cuál ha sido el nivel de incremento del índice de precios al consumo desde el año 1989 y el correlativo coste del cumplimiento de las nuevas obligaciones impuestas al notario en la determinación de la medida?
En esta Memoria Económica no se atiende al contenido específico a que se refiere la Ley de Tasas y Precios Públicos. Recuérdese que esa Memoria económico-financiera del apartado quinto de la reiterada Disposición Adicional, exige, al menos, una mínima ponderación de la incidencia de la medida pretendida en el sector público (notarial) a la que primariamente va destinado. Tal mínima ponderación no consta en la Memoria económica, de modo que resulta prácticamente imposible determinar la proporcionalidad económica de la medida y su consecuente discrecionalidad.
2.- Memoria Justificativa:
Este documento adolece, igualmente, de defectos. No se critica que el contenido de esta Memoria deba referirse a la estructura normativa del Proyecto y a la técnica jurídica empleada. Lo que se critica es que en la Memoria no existe justificación de la proporción y oportunidad de la medida. Y, de nuevo, careciendo de tal justificación, resulta prácticamente imposible conocer al destinatario de la norma cuestiones tan simples como: ¿por qué la copia simple ha de costar un euro, y no tres o treinta céntimos? ¿por qué se establece un plazo absolutamente excepcional para recurrir la minuta del notario y no se aplica el régimen administrativo general de un mes? ¿existe cuantificación económica del coste de los deberes de información que se imponen al notario o a su organización corporativa? ¿existe alguna justificación de la oportunidad de la norma atendida la actual coyuntura económica? etc.
A lo anterior debe añadirse que si realmente esta medida desarrolla el apartado vigésimo segundo del Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de agosto de 2008, a renglón seguido existe otro apartado que claramente puede implicar una reforma del sistema de seguridad jurídica preventiva dentro del epígrafe sexto de ese Acuerdo. Es más, en este apartado vigésimo tercero del mismo Acuerdo se sostiene que en la reforma que se adopte o proponga adoptarse en el plazo de cuatro meses se habrá de tener en cuenta criterios tales como el de reducción de costes. Pues bien, parecería lógico que si las medidas se están diseñando simultáneamente, como es conocido por las informaciones solicitadas a este Consejo, en la Memoria Justificativa se tuviera muy en cuenta el impacto actual de lo pretendido sobre el diseño de un sistema que parece se está efectuando al mismo tiempo. Incluso, por qué no, dada la mutua incidencia de ambos apartados del mismo Acuerdo no sería descabellado posponer el desarrollo del apartado vigésimo segundo a lo que resulte, en su caso, del vigésimo tercero.
Pues bien, parecería lógico que en la Memoria Justificativa, si cabe, se incidiera aún más en la fundamentación de la reforma de aranceles
En resumen, y por no extendernos en esta consideración general, este Consejo no niega, ni negará, la competencia del Gobierno para fijar el arancel que crea oportuno; no niega ni negará que el arancel es un elemento que incide en las políticas económicas del Gobierno, por más que su impacto en el conjunto global del sistema sea desde el punto de vista económico mínimo. Ahora bien, lo que debe ser objeto de crítica es la inexistencia de criterios justificativos mínimos de carácter jurídico y económico que permitan atisbar que en la determinación de la medida se ha ponderado la actual situación económica (la crisis económica afecta por igual a todos los sectores económicos); la incidencia de la norma en el ámbito laboral del notariado (como bien conoce ese Ministerio de Justicia el Notariado da empleo a cerca de veinte mil personas) y, por último, la proporcionalidad de la medida, tras las sucesivas rebajas operadas desde el año 1989 y la correlativa y creciente imposición de obligaciones al notario de carácter jurídico-público.
Segunda.- Observaciones concretas
Al artículo 1.- La crítica a este precepto trae causa de lo expuesto en la Consideración jurídica primera de este informe. Entendemos que el contenido de la medida adolece de justificación y proporcionalidad, atendido el coste real del servicio público notarial que no se limita, ni mucho menos, a prestar fe pública.
Al artículo 2.- Este Consejo entiende que la medida puede ser adecuada en su finalidad -incentivar el uso obligatorio de las TIC’s en las notarías-, pero presenta problemas en su aplicación práctica y, desde luego, no atiende a la raíz del problema. Entendemos que la norma arancelaria persigue exigir de notarios y registradores que cumplan debidamente con lo dispuesto en las Leyes 24/2001 y 24/2005 que siete años después siguen sin cumplirse en su integridad en materias tales como acceso a la información registral. Y, en tal sentido, es lógico su contenido.
Ahora bien, el apartado primero de ese artículo debe ser reformado en el sentido de exponer claramente que esa reducción arancelaria se producirá cuando no se esté en condiciones objetivas de utilizar tales técnicas informáticas y sólo respecto del funcionario público que carezca de las mismas. Nótese que un notario puede disponer de tales medios informáticos y no el registrador o viceversa, ¿cómo se articula la medida en tal caso?
Al artículo 3.- Este Consejo no critica su contenido; al contrario, lo que critica es la innecesariedad de la norma, pues la misma se contiene no sólo en la Disposición Adicional tercera de la Ley de Tasas y Precios Públicos sino en la norma general novena del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel notarial.
Con normas de este tipo, parece que lo que se busca es dotar de mayor transparencia al arancel pero, sin embargo, el mensaje que percibe uno de los destinatarios de la norma -ciudadanos- es que el notario hasta el momento carecía de esta obligación, lo que conlleva una suerte de extensión de duda general acerca del grado y nivel de control que se ejerce sobre el notario cuando aplica el arancel. En otras palabras, parece que se vierte una sospecha general acerca de si se está
aplicando debidamente el arancel. Se insiste, por tanto en que, de nuevo, no se niega que la medida pueda adoptarse, lo que se critica es su justificación puesto que su contenido ya existe en la normativa reglamentaria y se lleva aplicando desde hace veinte años.
La concreción en la minuta de cuestiones tales como suplidos, bases, números de arancel, etc. está prevista desde el año 1989. No se entiende, en suma, qué aporta la medida y, al contrario, lo que evidencia es la inoportunidad y ausencia de justificación de la misma.
Al artículo 4.- En principio, parece lógica la medida contenida en el apartado primero —dar información de la normativa arancelaria aplicable-. Ahora bien, en la redacción del apartado segundo no parece haberse valorado debidamente los problemas que plantea desde la óptica del Derecho de la competencia.
Cabe recordar al Ministerio de Justicia que hace ya bastantes años se reformó la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales a los efectos de que por los mismos, ni siquiera, se aprobaran o publicitaran criterios orientativos que se refieren a honorarios de los profesionales colegiados.
Pues bien, el apartado segundo del artículo 4 va en tal dirección: exponer ejemplos que pueden llegar a considerarse orientativos de cómo se debe aplicar el arancel a un caso concreto; o, más aún, resolver consultas singulares. No parece que tal medida sea conforme a la normativa de competencia que es de plena aplicación al ámbito arancelario.
Al artículo 6.- Este Consejo debe hacer notar que, a su juicio, el precepto es ilegal, puesto que toda la cuestión relativa a la legitimación activa ante Tribunales de cualquier persona física o jurídica está afectada por un principio de reserva de ley.
Es más, como resulta conocido, el mismo Tribunal Supremo, en su Sentencia de 22 de mayo de 2000, declaró la nulidad de una norma del Reglamento Hipotecario que, precisamente, se refería a la legitimación para recurrir frente a las calificaciones
negativas de los registradores de la propiedad y mercantiles, al entender que la citada materia estaba afectada por tal principio de reserva de ley.
Al margen de lo expuesto, el precepto es, de nuevo, innecesaria, puesto que la legitimación a la que se refiere ya está prevista en la normativa de consumidores y usuarios. En efecto, dicha previsión se contiene en el artículo 24 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.
A la Disposición Adicional primera.
a) Copia simple:
La inexistencia de justificación del Proyecto cobra especial relevancia en la concreción del coste que se pretende establecer para la citada copia simple.
En efecto, el Proyecto de Real Decreto, en su parte dispositiva, pretende que, sea cual sea la finalidad de la copia simple (de expedición obligatoria o voluntaria) la misma cueste un euro. Parece que la citada copia simple no fuera más que una suerte de fotocopia sin valor alguno, cuando la misma es exigida siempre por las Administraciones tributarias locales y autonómicas como medio para conocer la realización de negocios jurídicos sujetos a tributación.
Hemos de comenzar señalando que en la memoria económica no existe un atisbo de criterio de por qué la copia simple ha de costar un euro. No existe una mínima cuantificación de su coste real. No existe una concreción o estudio del número de copias simples que se expiden, de modo que la medida resulta absolutamente arbitraria y desproporcionada. Parece que con la misma se pretendiera buscar una finalidad distinta a la de un abaratamiento del servicio. Debe hacerse constar a ese Ministerio que en la actualidad el coste de expedición de cualquier copia simple es superior al fijado en la medida.
Resulta obvio que el precio de un euro no cubre en modo alguno el coste de su expedición. Se podrá argüir que la razón de la determinación de ese coste (un euro), se encuentra en una medida económica general de abaratamiento radical de su cuantía; pero en idéntico sentido habrá de convenirse que, al menos, en su expedición habría de considerarse factores tales como su coste real, pues en tal caso, la norma, si se aprueba como se contiene en el Proyecto, sólo dará lugar a abusos. Será mucho más barato pedir al notario que expida una copia simple que fotocopiar la copia autorizada por sí mismo ¿realmente tiene justificación la medida?
Este Consejo entiende que debería claramente distinguirse dos tipos de copias simples. aquellas que son obligatorias porque son requeridas por la Administración Tributaria a la que puede resultar lógico la aplicación de un coste simbólico que pueda ser considerado “precio político”, ahora bien, para desincentivar el abuso y, en todo caso, en aquellas copias simples no obligatorias —aquellas en que el destinatario no sea la Administración Tributaria-, debería mantenerse su actual coste.
Y, es más, el criterio sostenido por este Consejo no parece estar tan alejado de la realidad cuando en la misma memoria justificativa del Proyecto (página 6) se hace referencia a la existencia de copias simples “obligatorias para cumplir trámites ulteriores a la escritura (p. ej. liquidación tributaria)”. Pues bien, una medida de este tipo sí que sería entendible. Lo contrario carece de justificación económica y de oportunidad.
b) Recurso frente a la minuta.-
Este Consejo no puede por más que llamarse a la sorpresa por el contenido de la reforma. Carece de justificación alguna el trato absolutamente excepcional que se pretende dar al plazo de recurso de una minuta expedida por un notario.
¿Por qué establece la norma seis meses? Según la memoria justificativa (página 7) porque de ese modo se equipara “al general previsto en la normativa administrativa”.
¿A qué normativa se refiere la Memoria Justificativa?. Desde luego no al sistema administrativo general en el que el plazo para el recurso de alzada es de un mes, al igual que sucede con el de reposición; tampoco al sistema tributario, donde el plazo para interponer, por ejemplo, una reclamación económico-administrativa es de un mes (arts. 115.1 de la LRJPAC en el primer caso y art. 235 de la Ley General Tributaria).
Que recuerde este Consejo, el único plazo de seis meses es el previsto en el artículo 46.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa para recurrir frente al silencio negativo; plazo que, como es conocido, es de dudosa constitucionalidad.
No existe la equiparación a que se refiere la Memoria Justificativa, de modo que la medida vuelve a ser injustificada y, por tanto, arbitraria. Se desconoce cuál será la finalidad de la norma, pero desde luego, carece de sentido la excepcionalidad del plazo de recurso que pretende !a misma.
El plazo previsto en la actualidad es de quince días hábiles. Nada obsta a que se ese plazo se eleve a un mes, si se entiende oportuno, porque al fin y al cabo, lo que se pretende es reaccionar frente a un acto de un funcionario público consistente en determinar el coste del servicio público estatal que presta. 

